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Si   

 
DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 
 

 

Abg.  María Belén Páez Lasso 

 
DERECHOS 
INVOLUCRADOS 

  

Derecho a la tutela judicial efectiva en el componente de acceso a la justicia (75 CRE) 

Derecho de defensa (76.7.a y c. CRE). 

 
BREVE RELACION DE 
LOS HECHOS 

 

1.- El 23 de enero de 2018, Arbey Herminsul Pino Yatacue (“peticionario”) presentó una 

solicitud de cómputo de la pena a la luz del artículo 667 del Código Orgánico Integral 

Penal (“COIP”). 

 

2.-  El juez de garantías penitenciarias de la Unidad Judicial Penal de Cuenca ( en adelante 

“Unidad de Garantías Penitenciarias”), mediante auto de 9 de abril de 2018, resolvió 

acumular las penas impuestas al solicitante. Respecto a lo cual, el accionante pidió al juez 

la revisión del cómputo de la pena. 

 

3.- El 21 de diciembre de 2020, la Unidad de Garantías Penitenciarias negó lo solicitado por 

el accionante; esto es, la petición de reformar el cómputo de la pena. Frente a esta decisión, 

la Defensoría Pública presentó recurso de apelación. 



 

 

 

4.- El 8 de junio de 2021, la Sala Provincial convocó a audiencia pública a celebrarse el 15 

de julio de 2021. Sin embargo, mediante auto de 15 de julio de 2021, la Sala Provincial 

resolvió declarar el abandono del recurso de apelación al expresar que el solicitante ni su 

defensa técnica-sin justificación alguna- no comparecieron a la audiencia convocada. 

 

5.- Frente al auto que declaró el abandono, la Defensoría Pública expresó que realizó todas 

las acciones para obtener el enlace de conexión a la audiencia y solicitó un nuevo día y hora 

para la realización de la misma. No obstante, la Sala no respondió a la solicitud planteada 

por la defensa técnica.  

 

6.- Mediante auto de 30 de julio de 2021, la Sala Provincial ratificó su decisión de declarar 

el abandono del recurso, en virtud a la razón sentada por la actuaria de la Sala Penal, en el 

que señala, la inexistencia de una justificación razonable para dar paso a la solicitud del 

accionante.  

 

7.- El 2 de septiembre de 2021, la defensora pública María Belén Páez Lasso, en  

representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue (“accionante”), presentó una  

demanda de acción extraordinaria de protección, ante la Corte Constitucional del Ecuador, 

en contra de los autos de 15 de julio de 2021 y 30 de julio de 2021 emitidos por la Sala 

Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la Corte Provincial de 

Justicia del Azuay (“Sala Provincial”),  

 

 La fundamentación de la acción extraordinaria de protección estuvo orientada a que la Corte 

declare la vulneración del derecho a la defensa en sus garantías de no ser privado del derecho 

a la defensa en ninguna etapa del procedimiento, a ser escuchado en el momento oportuno y 

en igualdad de condiciones (art. 76.7.a y c de la CRE), y a la motivación (Art. 76.7. l de la 

CRE), al declararse el abandono del recurso de apelación al cómputo de pena. 

 

Es decir, la alegación medular de la accionante estuvo enfocada a que,  a pesar de realizar 

todas la gestiones para conseguir el enlace y conectarse oportunamente a la audiencia de 

fundamentación del recurso de apelación, nunca tuvo información oportuna, clara y 

detallada por parte de la Sala Provincial sobre la conexión a la audiencia para ejercer su 

derecho a la defensa. 

 

 
FUNDAMENTOS DE 
DERECHO 

 

- El artículo 75 de la CRE reconoce el derecho constitucional que tiene toda persona “(…) 

a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses,  con sujeción a los 



 

 

principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en  

indefensión” 

  

- Derecho a la tutela judicial efectiva, en el componente de acceso a la justicia (75 CRE) 

y el derecho a la defensa (76.7.a y c. CRE). 

 

- Derecho a la defensa en ninguna etapa del procedimiento, a ser escuchado en el 

momento oportuno y en igualdad de condiciones (art. 76.7.a y c de la CRE). 

 

- Motivación (Art. 76.7. l de la CRE), 

 
CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO  DEL CASO 

 

   La Defensoría Pública del Ecuador, en el contexto de la crisis sanitaria provocada por la 

pandemia de COVID-19, presentó una demanda de acción extraordinaria de protección ante 

la Corte Constitucional del Ecuador, con el fin de que los operadores de justicia garanticen 

el derecho a la tutela judicial efectiva de las partes, sin que esto implique que los jueces 

omitan sus responsabilidades al efectuar las audiencias por medios electrónicos. 

 

ARGUMENTOS Y 

FUNDAMENTACIÓN 

DE LA CORTE 

  

La Corte Constitucional realiza el siguiente problema jurídico: ¿La Sala Provincial vulneró 

el derecho a la tutela judicial efectiva en su elemento de acceso a la justicia y el derecho 

a la defensa porque declaró el abandono de la impugnación sin haber otorgado la 

información necesaria para que la accionante se conecte a la audiencia, en 

consecuencia, la falta de comparecencia no era atribuible a su negligencia? 

  

En virtud del artículo 76.7 a y c, el derecho a la defensa es el pilar fundamental del debido 

proceso. Es decir, durante todo el proceso, las partes gozan de los medios necesarios para  

reclamar y hacer respetar sus derechos en iguales condiciones y oportunidades. 

  

Además, se vulnera el derecho a la defensa, cuando las partes están en total indefensión, es 

decir: ante un impedimento en ejercer sus pretensiones, excepciones, contradicciones; o,  

cuando pese a haber asistido a la audiencia, no ha contado con el tiempo suficiente para 

preparar una defensa técnica adecuada en igualdad de armas. Además, de estas 

consideraciones, la Corte agrega: “[…] o igualmente cuando, en razón de un acto u omisión, 



 

 

el sujeto procesal, no ha podido hacer uso de los mecanismos de defensa que le faculta la 

ley, en aras de justificar sus pretensiones.” 

 

Toda autoridad administrativa y judicial tienen el deber de garantizar la tutela efectiva, 

imparcial y expedita de sus derechos e intereses, en armonía con los principios de 

inmediación y celeridad, con el fin de que los sujetos procesales no queden en indefensión. 

 

 En este sentido, la sentencia No. 889-20-JP/21 de esta Corte ha determinado que la tutela 

judicial efectiva tiene tres elementos: “(i) al acceso a la administración de justicia; (ii) a un 

debido proceso judicial; y, (iii) a la ejecutoriedad de la decisión.” 

  

La Corte Constitucional, consiente de la crisis sanitaria provocado por la pandemia de 

COVID-19, sostuvo que lo operadores de justicia podían ampararse en herramientas 

electrónicas y comunicacionales para velar por el derecho a la tutela judicial efectiva de las 

partes, sin que implique que los jueces omitan sus responsabilidades como directores de los 

procesos judiciales.  

  

En relación a la declaratoria de abandono de un recurso, la Corte ha establecido la 

obligación– a priori- de los jueces de observar los siguientes parámetros: “i) revisar  

a quién le era atribuible el acto u omisión que provocó el abandono; y, ii) identificar  

que haya existido una oportuna respuesta a las solicitudes o justificaciones de las partes  

que resulten pertinentes para resolver el asunto relacionado con la declaratoria de 

abandono”. 

  

Es decir, la figura del abandono sería aplicable ante los casos de voluntad expresa de las 

partes o negligencia de las mismas.  

  

 En el caso en concreto, la Corte Constitucional colige que el auto de 8 de junio de 2021          

(que contenía la convocatoria a la audiencia) emitido por la Sala Especializada de lo Penal, 

Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia del Azuay no era 



 

 

claro en señalar si esta se llevaría a cabo de manera presencial o telemática.  

  

A su vez, la Corte verifica que, en el auto impugnado de 30 de julio de 2021 (ratificatoria de 

declaratoria de abandono de la causa), se expresa: “[...] señala expresamente que las 

diligencias que la Sala Provincial convoca “son presenciales y virtuales”. No obstante, la 

Sala Provincial trasladó a la accionante la responsabilidad de la conexión virtual a la 

audiencia de sustentación del recurso de apelación, lo que era de exclusiva responsabilidad 

de la Sala Provincial. Lo que sin duda constituyó una barrera que impidió la 

comparecencia de la accionante a la audiencia.” (El resaltado y subrayado me pertenece) 

  

 Por lo tanto, la Sala Provincial trasladó la obligación de proporcionar el enlace de audiencia 

virtual al accionante. Lo correcto hubiese sido que la Sala Provincial, previo a declarar el 

abandono del recurso, verifique “la existencia de comunicaciones pendientes de respuesta o 

de potenciales  intentos de ingreso a la sala de reunión telemática, sin que los haya atendido, 

lo que generó una barrera irrazonable al acceso a la justicia del accionante.”. Por lo tanto, 

la Corte Constitucional del Ecuador declara que la vulneración del derecho a la tutela judicial 

efectiva por parte de la Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y 

Tránsito de la Corte Provincial de Justicia del Azuay. 

 

 Finalmente, la Corte expresa que la Sala Provincial debía verificar que la falta de 

comparecencia no era atribuible a la negligencia de la accionante. Tal omisión judicial 

conllevó a que el accionante no tenga la posibilidad de ejercer el derecho a la defensa, 

quedando en total indefensión, dado que no pudo comparecer a la audiencia ni presentar 

pruebas, así como tampoco ejercer su derecho de contradicción.  

 

Por consiguiente, existe una omisión judicial, dado que el accionar de la Defensoría Pública 

en  representación de Arbey Herminsul Pino Yatacue, no se subsumió a los parámetros para 

que opere la declaratoria de abandono: voluntad expresa o a la propia negligencia de la 

accionante. 

 



 

 

 La Corte Constitucional declara la vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva en el 

componente del acceso a la administración a la justicia y el derecho a la defensa de la 

accionante. 

 

MEDIDAS DE 

REPARACIÓN 

INTEGRAL 

ADOPTADAS 

  

 La Corte Constitucional del Ecuador, expresa las siguientes medidas de reparación:   

 

 “En este caso, se verifica que el 24 de diciembre de 2021, el juez de la Unidad de 

Garantías Penitenciarias dispuso la inmediata libertad del sentenciado Arbey 

Herminsul Pino Yatacue, por cumplimiento integral de la pena. En consecuencia, la 

restitución de los derechos vulnerados a un momento anterior a la violación 

producida por la declaratoria de abandono del recurso de apelación, esto es hasta 

el momento de que un nuevo tribunal de la Sala Provincial convoque a la audiencia 

de fundamentación del recurso de apelación, lo que incluiría dejar sin efecto los 

autos impugnados, no sería una medida de reparación idónea. Por lo expuesto, esta 

sentencia, en sí misma, constituye una medida de reparación para la parte 

accionante.” 

 

 “Finalmente, esta Corte llama la atención a los jueces de la Sala Provincial por no 

actuar diligentemente en la declaración del abandono durante la tramitación de la 

impugnación a la acumulación de penas, lo que devino en la transgresión a los 

derechos a la tutela judicial efectiva y defensa.” 

 

“Disponer al Consejo de la Judicatura que publique en su página web durante 

noventa días, las respectivas disculpas públicas a favor de Arbey Herminsul Pino 

Yatacue, por la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, en el 

componente de acceso a la justicia (75 CRE) y al derecho a la defensa (76.7.a y c. 

CRE), debido a que la falta de comparecencia a la audiencia no fue por causas 

atribuibles a Arbey Herminsul Pino Yatacue que se encontraba privado de su 

libertad, ni a su abogada defensora, sino que la Sala Especializada de lo Penal, 



 

 

Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la Corte Provincial de Justicia del Azuay 

no indicó a las partes procesales los detalles de conexión en la providencia de 

convocatoria de la audiencia de fundamentación del recurso de apelación y trasladó 

esta negligencia a las partes procesales, en el contexto de la pandemia de la COVID-

19. Cumplido este plazo, dentro de los siguientes diez días informará sobre el 

cumplimiento de esta medida.” 

 

“Disponer que el Consejo de la Judicatura evalúe los casos en materia de garantías 

penitenciarias para que los enlaces para la conexión a las audiencias respectivas 

sean directamente entregados a los Centros de Privación de Libertad, sin que existan 

limitaciones para la comunicación entre estos Centros y las judicaturas, a fin de 

asegurar que las personas privadas de libertad puedan acceder a las audiencias 

virtuales programadas. El Consejo de la Judicatura, en el término de 180 días 

contados desde la notificación de esta sentencia, deberá informar a este Organismo, 

de manera documentada, sobre la ejecución de esta medida.” 

 

“Disponer que el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas 

Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores evalúe, monitoree y entregue 

al Consejo de la Judicatura, en forma mensual y por el plazo de 5 meses, contados 

desde la notificación de esta sentencia, los informes de los casos en materia de 

garantías penitenciarias respecto a si se les ha entregado los enlaces para la 

conexión a las audiencias virtuales respectivas y de la comparecencia de las 

personas privadas de libertad a las mismas, con el fin de que el Consejo de la 

Judicatura tome los orrectivos pertinentes y asegure el acceso a las audiencias 

virtuales programadas de las personas privadas de libertad.” 

 

FALLO 

 

En mérito de lo expuesto, el Pleno de la Corte Constitucional del Ecuador resuelve lo 

siguiente:  

“ 

1. Aceptar la acción extraordinaria de protección 2281-21-EP 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

Elaborado por:  
Ab. Alain Luna Rodríguez  
 
 
 
 
 
Revisado y Aprobado por:  
Ab. Homero Danilo Sulca Villamarin 

2. Declarar, que los autos impugnados de 15 y 30 de julio de 2021 emitidos por la  

Sala Especializada de lo Penal, Penal Militar, Penal Policial, y Tránsito de la  

Corte Provincial de Justicia del Azuay vulneraron los derechos a la tutela judicial 

efectiva y a la defensa. 

 

3. Declarar a la presente sentencia como medida de reparación. 

 

       4. Llamar la atención a Tania Katerina Aguirre Bermeo, Julio Cesar Inga Yanza  

y Jenny Montserrath Ochoa Chacón juezas y juez de la Sala Provincial que  

tramitaron el proceso de cómputo de pena signado con el número 01283-2018- 

01061G y disponer que este llamado de atención sea registrado en sus hojas de  

vida por el Consejo de la Judicatura.” 

 

 

VOTACIÓN POR LA 

QUE FUE 

ADOPTADA 

La sentencia fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con ocho votos a favor 

de los jueces constitucionales Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas Reyes, Carmen 

Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Richard 

Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín.  

 
VOTO CONCURRENTE / 
SALVADO: 

 Voto salvado del juez constitucional Enrique Herrería Bonnet. 

 
OTROS DATOS DE 
INTERÉS: LINK DE LA 
CCE 

 
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoi
dHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI3N2ZlZThkOC0wN2UzLTQzMjktYmZlYy1hYTk4NTczN
zQ4OWQucGRmIn0=  

https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI3N2ZlZThkOC0wN2UzLTQzMjktYmZlYy1hYTk4NTczNzQ4OWQucGRmIn0
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI3N2ZlZThkOC0wN2UzLTQzMjktYmZlYy1hYTk4NTczNzQ4OWQucGRmIn0
https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXRhIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiI3N2ZlZThkOC0wN2UzLTQzMjktYmZlYy1hYTk4NTczNzQ4OWQucGRmIn0
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